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En el contexto de la irrupción del Covid19, el PNUD plantea una 
estrategia integral de respuesta y recuperación (PNUD, 2020). En 
Argentina, el PNUD ha trabajado junto al gobierno nacional y ad-
ministraciones subnacionales en acciones de asistencia técnica y 
programática en distintos niveles y sectores, redes de intercambio 
de experiencias globales, y articulación y generación de alianzas. 
En este marco, el PNUD ha apoyado, entre otras iniciativas, al Plan 
Nacional de Políticas Alimentarias del Ministerio de Desarrollo y 
al Ministerio de Salud para la ampliación, fortalecimiento y ade-
cuación de servicios.

Asimismo, el PNUD Argentina lideró los lineamientos técnicos 
del “Marco de las Naciones Unidas para la respuesta y recuperación 
socio-económica al Covid19”, y contribuyó con el informe “Covid19 
en Argentina: impacto socio-económico y ambiental” (SNU, 2020) y 
el documento de trabajo “Impacto social y económico del Covid19 
en Argentina” (PNUD, 2020). 

Este marco se inscribe en el concepto de “reconstruir mejor” 
(build back better). Construir un futuro mejor en nuestro país re-
querirá hoy políticas sociales y económicas basadas en la eviden-
cia de mejores prácticas que posibiliten una mejor capacidad de 
recuperación a través de un sendero de desarrollo sostenible. Esto 
implica reconocer la naturaleza integral e interconectada de sus tres 
ejes, elementos críticos para evitar nuevas crisis y promover una 
recuperación que cimente los basamentos de políticas de estado a 

PREFACIO
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largo plazo (PNUD, 2016; SG, 2020). En este sentido, los esfuerzos 
de recuperación deben fortalecer la igualdad y la inclusión social 
y de género, las capacidades del gobierno nacional y los gobiernos 
provinciales y promover una transición hacia una recuperación eco-
nómica con soluciones basadas en la naturaleza y bajas en carbono.

Los marcos normativos de las Naciones Unidas en tiempos de 
crisis, entre ellos la Agenda 2030 y el Acuerdo de París, adquieren 
aún más fuerza y relevancia ya que ofrecen lineamientos para una 
transición justa y sostenible. Más allá del contexto socio-económico 
de la respuesta inmediata a la crisis, es crucial que las opciones 
de políticas para la recuperación contemplen el papel que desem-
peñarán el medio ambiente, la buena gobernanza, la igualdad 
de género y el empoderamiento y protección y promoción de los 
derechos humanos.

La meta más reciente adoptada por la Agenda 2030 (10.4), refiere 
a la adopción de políticas de protección social para lograr pro-
gresivamente una mayor igualdad. En el contexto del desarrollo 
sostenible, la política social cobra especial relevancia no sólo para 
encontrar mecanismos progresivos y eficientes redistributivos sino 
también para compensar cambios generados por la crisis del Co-
vid19, entre ellos en las estructuras productivas y empleo (PNUD, 
2020). En otras palabras, la protección social es un instrumento 
clave en las estrategias de respuesta y recuperación de los países 
para no dejar a nadie atrás, y debe proteger y empoderar a los 
pobres y más vulnerables, a través de la inclusión, la seguridad 
individual, la resiliencia comunitaria, el desarrollo económico y 
la sostenibilidad ambiental. 

La recuperación no es solo un resultado físico, sino un proceso 
social que abarca la toma de decisiones sobre las actividades de 
reconstrucción. Las crisis brindan oportunidades para desarrollar 
la capacidad local de recuperación como también para promover 
un desarrollo sostenible en el largo plazo. “Reconstruir mejor” 
implica procesos que no reconstruyan riesgos con prácticas poco 
sostenibles como urbanización no planificada, gestión ambiental 
insuficiente, aumento de concentraciones de población en áreas 
expuestas a peligros, o construcción deficiente sino que fortalezca 
la resiliencia de las comunidades afectadas a los riesgos futuros.

La recuperación temprana es un elemento vital de una respuesta 
efectiva a las crisis humanitarias como base para desarrollar la re-
siliencia en entornos posteriores. Engloba un conjunto de acciones 
programáticas específicas para ayudar a las personas a transitar 
de la ayuda humanitaria al desarrollo sostenible. Es “temprana” 
debido a la necesidad de mirar más allá del alivio. Es “recuperación” 
porque tiene como objetivo garantizar que las personas sean más 
resistentes que antes de la crisis, y porque prepara el terreno para la 
recuperación y el desarrollo a más largo plazo en todos los niveles. 

Por último, las estrategias de recuperación deben adaptarse a 
las diferentes situaciones territoriales (PNUD, 2016). Los planes de 
acción deben incorporar esfuerzos de planificación e implemen-
tación de acuerdo a las necesidades prioritarias de las diferentes 
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comunidades afectadas. Esto implica que la recuperación debe ser in-
clusiva y contar con apoyo local para aportar resultados sostenibles. 

Para ello, es clave la participación activa de las comunidades y la 
generación de mecanismos a través de los cuales puedan canalizar 
sus necesidades y preferencias para su seguridad futura y bienestar. 
Antecedentes internacionales muestran que los procesos inclusi-
vos en los cuales las poblaciones afectadas aportan sus voces en 
la planificación, diseño e implementación han promovido efectos 
con mayor nivel de adhesión y durabilidad.

Desde el año 2001, el PNUD Argentina ha aportado al debate 
sobre las políticas de desarrollo a través de los Informes de Desarrollo 
Humano (IDH), la serie Aportes y libros temáticos. Entre los productos 
de conocimiento realizados, se encuentran el Informe de Desarrollo 
Humano 2017. Información para el desarrollo sostenible. Argentina y la 
Agenda 2030, Ensayos sobre Desarrollo Sostenible: la dimensión económica 
de la Agenda 2030 (2018), Género en el sector salud (2018) y el Sistema 
de salud en Argentina (2011). 

El IDH 2017 elaboró y midió el Índice de Desarrollo Sostenible 
Provincial que permitió realizar una primera aproximación al 
diagnóstico del desarrollo sostenible inter-jurisdiccionalmente. 
Asimismo, Ensayos sobre Desarrollo Sostenible abordó los principales 
desafíos económicos del país, focalizándose en el estudio de los 
incentivos necesarios para dinamizar un crecimiento inclusivo y 
ambientalmente sostenible. Por su parte, Género en el sector salud 
muestra el proceso de feminización de la medicina en apenas dos 
décadas y las barreras culturales y organizacionales que deben aún 
enfrentar las mujeres médicas para acceder a ciertas especialida-
des y a puestos de decisión. Por último, El sistema de salud argentino 
estudió la fragmentación de sus subsistemas y segmentación de 
su acceso, y realizó un pormenorizado análisis de su estructura 
de costos y financiamiento. 

Continuando este camino iniciado hace 20 años por el PNUD 
Argentina, en pos de la generación y gestión del conocimiento 
para el desarrollo sostenible y la recuperación en el marco del 
Covid19, se inicia esta nueva serie de documentos de trabajo. Su 
objetivo es contribuir a la agenda sobre los desafíos y potencialida-
des de la Argentina en el marco de la actual pandemia, y aportar 
a la discusión sobre opciones estratégicas de políticas públicas de 
largo plazo. Buscamos incentivar la reflexión y el debate. Nuestra 
intención es sugerir caminos, inspirar ideas y brindar propuestas 
para la Argentina futura.

René Mauricio Valdés
Representante Residente del PNUD Argentina
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Argentina presenta ciclos recurrentes en su desarrollo con fuertes 
desbalances desde al menos cuatro décadas, que se manifiestan 
en la dificultad para crecer de forma sostenible. La tendencia del 
producto bruto interno (PIB) es elocuente: su crecimiento promedio 
desde mediados de la década de 1970 es cercano a cero. 

La contracara de estos desbalances, y en especial de las crisis ma-
croeconómicas, es el aumento y persistencia de elevados niveles de 
pobreza. A pesar de las diferentes políticas sociales implementadas 
desde la crisis del 2001/02 con foco en suplementar ingresos de fami-
lias vulnerables con programas activos del mercado laboral, reducir 
la transmisión intergeneracional de pobreza u otorgar pensiones 
semi contributivas para las y los adultos mayores no se ha logrado 
erradicar la conformación de un núcleo duro de pobreza.1 

El Covid19 ha profundizado las razones estructurales que han 
limitado la efectividad de las políticas sociales en las últimas décadas 
en el país. Entre ellas, se encuentran la vinculación del sistema de 
protección social de la condición laboral de las y los jefes de hogar, 
la débil intersección entre programas de políticas no contributivas y 
programas para la erradicación de la pobreza, la incidencia distribu-
tiva desigual de las políticas de cobertura a lo largo de la distribución 
del ingreso y del ciclo de vida y género, y las desigualdades inter e 
intra jurisdiccionales. Algunas manifestaciones de estas dificultades 
son la creciente segmentación en el acceso y la calidad de la salud y 
en las trayectorias educativas, la insuficiente oferta estatal para la 
educación inicial y el cuidado, y la insuficiente capacidad del sistema 
para proveer atención primaria de salud de manera gratuita. 

El Covid19 también ha ahondado algunas de las transformaciones 
impulsadas por la Revolución 4.0, en especial las brechas en la inclu-
sión digital que impactan tanto al futuro de la educación como el del 
trabajo. Estos cambios plasman la necesidad de reducir las brechas de 
inclusión digital mediante el acceso a internet. Por su parte, la escasa 
inclusión financiera de grandes segmentos de la población en todos los 
grupos etarios afecta las posibilidades de ciertos grupos poblacionales 
de recibir transferencias, como adultos mayores, y del estado de rea-
lizar transferencias de sus políticas de formas rápida y transparente. 

La recuperación requiere diseñar e implementar un programa de 
políticas sociales de mediano y largo plazo innovador y sostenible 
para garantizar el crecimiento con equidad. Las políticas sociales son 
el principal instrumento del estado de redistribución para brindar 
un marco igualitario de protección. Esto implica nuevos diseños 
de políticas con un rol activo del sector público, cuya legitimidad 
genere consensos tanto para el diseño e implementación de nuevas 
políticas como para su sostenibilidad de largo plazo. 

*   Agradecemos el apoyo y comentarios de René Mauricio Valdés y Valentin Gonzalez. 

Agradecemos igualmente los aportes realizados por Erika Roffler, Martin De Paula 

y Marcela Meléndez. Asimismo, deseamos agradecer a Paola Bohorquez, Maria 

Eugenia Oviedo, Manuel Irizar, Verónica Moreno, Alejandra Garcia, Maria Euge-

nia Di Paola, Nora Luzi, Paula Gosis y Delfina Cerisoli. Agradecemos también los 

intercambios realizados con colegas del Sistema de Naciones Unidas en Argentina. 
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Argentina tiene una larga trayectoria de cobertura en sus pro-
gramas de protección que diferenció al país de muchos otros en la 
región. Históricamente han dependido en su mayoría de la condición 
de la adherencia al mercado de trabajo. Este requisito ha comenzado 
a cambiar con la introducción de programas de transferencias mone-
tarias no condicionadas y pensiones no contributivas, pero todavía 
no se ha consolidado en un esquema que potencie el desarrollo del 
país a mediano y largo plazo.

Este documento de trabajo, en su primera parte, identifica de forma 
breve tendencias de cambio a nivel global y regional profundizadas 
por el Covid19 y realiza un diagnóstico de las condiciones socio-eco-
nómicas iniciales para la recuperación en Argentina. Luego, estudia 
el mapa de las políticas sociales en el país e identifica algunos de sus 
principales desafíos estructurales. Para ello, analiza las trayectorias 
en las últimas décadas del círculo de la informalidad y la pobreza, 
la regresividad y progresividad de los principales componentes de la 
política social en términos de incidencia distributiva y la estructura 
del gasto social. A continuación, caracteriza las principales políti-
cas sociales en respuesta al Covid19 a nivel nacional, con énfasis 
en el Ingreso Familiar de Emergencia (IFE). En la última sección, 
reflexiona sobre una agenda de políticas sociales sostenibles en el 
mediano y largo plazo.
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Impactos	
socio-económicos del 	
Covid19 a nivel global

 El contexto global, regional y nacional ha cam-
biado de forma sustancial a partir de la irrupción 
del Covid19 (SG, 2020; PNUD, 2020). Su impacto 
en el desarrollo es de una magnitud sin prece-
dentes, la distingue de otras crisis sanitarias y 
la convierten en una crisis sistémica sin ante-
cedentes desde la formación del Sistema de 
Naciones Unidas. Por primera vez, desde la me-
dición del Índice de Desarrollo Humano (IDH), 
se espera una caída promedio de todos los países 
en el nivel proyectado para el año 2020. 

Esta caída será impulsada por el triple 
impacto del Covid19 en la salud, la educa-
ción y los ingresos. A fines de julio, las y los 
infectados a nivel global eran 14.765.256 y 

los fallecidos 612.054 (OMS, 2020). La caída 
estimada del PIB global para el 2020 es 6,2%, 
el retroceso más significativo desde la Segun-
da Guerra Mundial (Banco Mundial, 2020). 
Por su parte, la tasa efectiva de desescola-
rización (el porcentaje de niños y niñas en 
edad de cursar el nivel primario ajustado 
para reflejar aquellos que no tienen acceso a 
Internet) indica que al menos el 60% no está 
accediendo a educación formal, impulsando 
la desescolarización global a niveles descono-
cidos desde la década de 1980 (PNUD, 2020). 

Asimismo, los efectos negativos de la crisis 
sobre las mujeres y las niñas afectan desde el 
ámbito económico hasta la salud reproductiva. 
Dos aspectos específicos que han impactado de 
forma directa en el bienestar de las mujeres 
alrededor del mundo es la intensificación del 
trabajo de cuidados no remunerado y la violen-
cia de género (ONU Mujeres, 2020). En térmi-
nos del medio ambiente, se plantean nuevos 
desafíos para reconstruir y garantizar que el 
crecimiento a largo plazo aumente la resiliencia 
y aborde de forma directa el cambio climático.

Cambio anual del IDH Global 
1990-2020

Fuente: HDRO-PNUD 2020.
Nota: La variación del IDH Global 2020 es en base a una estimación elaborada por el PNUD

GRÁFICO 1
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Crecimiento del PIB en América Latina y el mundo
1980-2020 (en porcentaje)

Fuente: Banco Mundial 2020.
Nota: La variación del PIB 2020 es en base a una estimación elaborada por el BM.

GRÁFICO 2
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Asimismo, la pérdida de empleo regis-
trado en América Latina impacta de forma 
directa al acceso a la salud y la protección 
social, ya que las políticas de seguridad so-
cial en la región se diseñan mayormente 
en función de la condición laboral de las 
personas (Levy, 2020). Esto implica que un 
gran número de las y los trabajadores que 
se encontraban en situación de formalidad 
previamente a la pandemia y actualmente 
están desocupados, enfrentarán dificultades 
en términos de cobertura. A su vez, un por-
centaje importante de trabajadores transita 
entre la formalidad y la informalidad. En 
especial, entre las mujeres madres, cuyas tra-
yectorias laborales son más inestables y en 
trabajos de mayor precariedad. Esto adquiere 
especial relevancia en el marco del Covid19 
en términos de la eficacia de las políticas de-
bido a que los trabajadores informales están 
generalmente excluidos de las prestaciones 
de salud y aquellos que transitan entre la 
formalidad y la informalidad acceden a pres-
taciones de forma intermitente. 

Transformaciones profundas reconfigu-
ran el mundo, derrumban viejas certezas 
y traen aparejados nuevos riesgos e incer-
tidumbres, pero a la vez abren oportunida-
des para la construcción de un sendero de 
desarrollo sostenible. La efectividad de las 
acciones de recuperación dependerá tanto 
de las condiciones iniciales, en qué lugar 
estará la economía cuando finalicen las 
medidas de confinamiento, como del plan 
de acción para la reconstrucción.

Impactos	
socio-económicos del 	
Covid19 en Argentina

En Argentina, el primer caso de Covid19 
fue identificado el 3 de marzo. A mediados 
de agosto se registraron 289.100 personas 
infectadas y 5.637 fallecidas, con una tasa 
de letalidad del 1,9% (Ministerio de Salud, 
2020). El 68,5% de las y los infectados se 

concentraron en el AMBA. Del total de casos, 
76.519 residían en CABA y 179.976 en la 
Provincia de Buenos Aires.

La irrupción de la pandemia encontró al 
país en una situación económica y social frá-
gil: la economía no había repuntado tras dos 
años de recesión, la inflación superaba el 50 
% y la pobreza afectaba al 35,5 % de la pobla-
ción. En este contexto, el empleo registrado 
desde el comienzo de la crisis hasta el último 
dato disponible para fines de mayo tuvo una 
contracción de alrededor de 383.000 pues-
tos de trabajo (Ministerio de Trabajo, agosto 
2020). En términos de pobreza e indigencia, 
se estima que la misma alcanzará el 45% (Ob-
servatorio UCA), con más de 60% de las y los 
niños bajo la línea de pobreza (UNICEF, 2020). 

 Niñas/os, adultos mayores y mujeres fue-
ron especialmente afectados debido a razones 
sanitarias y a contextos de violencia de géne-
ro y doméstica. Un dato que manifiesta esta 
situación fue el incremento de las llamadas 
por violencias de género a línea 144 a nivel 
nacional, que aumentó de 5.937 a 7.566 entre 
marzo y abril, manteniéndose este incremen-
to en los meses de mayo y junio (Ministerio 
de las Mujeres, Géneros y Diversidad 2020). 

La crisis desatada por el Covid19 en el país 
generó una triple crisis económica: una crisis 
de oferta (impulsada por el cierre de fábricas y 
comercios minoristas), una crisis de demanda 
(debida a las medidas de aislamiento social, al 
aumento del desempleo y a una mayor cautela 
de los consumidores) y una crisis financiera 
(a medida que disminuye el consumo, surgen 
problemas de liquidez que ponen en riesgo 
a las empresas, especialmente a las peque-
ñas y medianas empresas). El efecto sobre 
el crecimiento del PIB dependerá de cuánto 
tiempo duren las medidas de aislamiento, 
que a su vez dependerá de la trayectoria de 
crecimiento de la epidemia. Sin embargo, el 
efecto será considerable, debido al alcance 
global de la crisis y la contracción del precio 
de los commodities (Alzúa y Gosis, 2020). La 
incertidumbre generada por la crisis sanita-
ria durante los próximos trimestres implica 
que las tradicionales políticas de impulso a la 
demanda con distintos esquemas de subsidios 
no sean suficientes para lograr un crecimien-
to sostenido con reducción de pobreza.
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A nivel sanitario, en el marco de un sistema 
de salud caracterizado por la dispar capacidad 
de los servicios entre sus subsistemas e inter 
jurisdiccionalmente, el gobierno nacional 
adoptó diversas medidas (PNUD, 2017). En-
tre ellas, se implementó el distanciamiento 
social, preventivo y obligatorio a través de 
diferentes fases; la suspensión de las clases 
escolares; el cierre de las fronteras del país, 
la prohibición de actividades masivas y la li-
cencia remunerada por enfermedad para las 
personas en riesgo, personas mayores de 60 
años y embarazadas. Otras iniciativas incluye-
ron la puesta en marcha del “Plan Operativo 
de preparación y respuesta al COVID-19” para 
la detección de infectadas/os y el control de 
la diseminación de la enfermedad; la confor-
mación de un Consejo de asesores sanitaris-
tas; y la creación de la Unidad Coronavirus 
para coordinar las capacidades del sistema 
científico y tecnológico (integrada por el Mi-
nisterio de Ciencia y Tecnología, el Consejo 
Nacional de Investigaciones Científicas y Téc-
nicas y la Agencia Nacional de Promoción de 

la Investigación, el Desarrollo Tecnológico 
y la Innovación). 

Asimismo, el gobierno implementó una 
serie de medidas para mitigar el impac-
to socio-económico de la crisis, que com-
prenden: un subsidio de emergencia, el 
Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) de 
ARS 10.000 para las y los desempleados, 
trabajadores informales y trabajadores in-
dependientes con ingresos más bajos (las 
categorías más bajas de monotributo); un 
bono para los beneficiarios de la Tarjeta 
Alimentar, un bono para los beneficiarios 
de la Asignación Universal por Hijo y para 
las y los jubilados que ganen la pensión 
mínima; el fortalecimiento de los come-
dores populares; préstamos a interés cero 
para las categorías superiores de mono-
tributistas y trabajadores independientes 
que se depositarán en sus tarjetas de cré-
dito hasta ARS 100.000; y un subsidio a los 
pagos de salarios en empresas afectadas 
(Programa de Asistencia de Emergencia 
al Trabajo y la Producción). 

Pérdidas de empleo registrado en Argentina 
Junio 2018-junio 2020 (agosto 2001=100, en miles)

Fuente: Mtro. de Trabajo de la Nación.
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El estado, a través de sus políticas, es el primer 
instrumento del que disponen las y los ciu-
dadanos para mitigar los impactos de la crisis 
del Covid19. Del estado, en sus diferentes 
niveles, dependen mayormente los sistemas 
educativos y de salud, gran parte de la in-
fraestructura de servicios, así como los sis-
temas de promoción económica y la seguridad 
social y ambiental. Sin embargo, en un mundo 
incierto y cambiante, es necesario adecuar 
las políticas públicas a los extraordinarios 
procesos de transformación actuales. 

Desde una perspectiva de derechos, la po-
lítica social se define como “el conjunto de 
objetivos, regulaciones, sistemas y entidades 
por medio de las cuales el estado se dirige a 
crear oportunidades y fortalecer instrumen-
tos en términos de la equidad y la integración 
social” (Delgado, 2002). Las intervenciones de 
políticas públicas, mediante un amplio menú 
de opciones deben contribuir con este objeti-
vo (Ravallion, 2013; Ravallion y otros, 2018). 
Como señala la sección anterior, los proce-
sos de recuperación para aportar resultados 
sostenibles deben ser inclusivos y contar con 
apoyos ciudadanos. En este sentido, la im-
plementación efectiva de políticas contra la 
pobreza y la desigualdad requieren niveles 
básicos de legitimidad y consenso (Banerjee y 
Duflo, 2019; PNUD, 2019; Mora y Araujo, 2011). 

La prestación de servicios sociales básicos 
no es ajena a las visiones ciudadanas sobre el 
rol del estado y sus políticas. Por el contrario, 
su implementación requiere de valores como 
la solidaridad y la igualdad, y orientaciones 
positivas respecto a un estado activo. Un ejem-
plo de la importancia del apoyo ciudadano 
para la efectiva implementación de políticas 
sociales es la baja receptividad de las licencias 
parentales en diferentes países (entre otros, 
Uruguay y España), que se vincula con la per-
sistencia de creencias culturales sobre el rol 
de los padres varones con relación a tareas de 
cuidado (Batthyany y otros, 2018).

En el contexto de la crisis de Covid19, es-
tos requisitos adquieren especial importan-
cia debido a la envergadura de las políticas 
de reconstrucción de las demandas desde el 
propio estado hacia su ciudadanía (Duflo, 
2020): desde la adopción de nuevas conduc-
tas cotidianas, como el distanciamiento y 

aislamiento social, a la implementación de 
regulaciones comerciales y el cierre tempo-
rario de negocios e industrias. El grado de 
efectividad en el control de la pandemia 
y la confianza en el gobierno en Europa 
ha mostrado una fuerte vinculación. En 
este sentido, la percepción de legitimidad 
de las acciones gubernamentales es clave 
en términos de reconstrucción post-crisis. 
En América Latina, la credibilidad entre la 
ciudadanía de los compromisos guberna-
mentales de mayor equidad y crecimiento 
también es un requisito clave para lograr 
de forma efectiva la implementación de una 
agenda de reformas que incluya mayor y 
mejor cobertura de la protección social para 
las poblaciones más vulnerables (BID, 2020).

En Argentina, la crisis generada por el Co-
vid19 agravó de manera significativa la di-
fícil situación preexistente en términos de 
estancamiento económico y del empleo for-
mal, así como el aumento de la pobreza. Las 
perspectivas de caída de la economía (Alzúa 
y Gosis, 2020) y su posterior recuperación 
en un contexto tan difícil representan un 
desafío inusitado para las políticas públicas 
en el país. La recuperación requerirá polí-
ticas dirigidas a la reducción de la pobreza 
y la desigualdad, que distribuyan recursos 
entre las personas en situación de mayor 
vulnerabilidad, combinadas con acciones 
que promuevan la rápida recuperación del 
empleo formal. Los impuestos como el gasto 
público son herramientas clave para lograr 
estos objetivos. 

Para ello, serán necesarias reformas que per-
mitan paliar la emergencia social en el corto 
plazo con programas sostenibles de mediano y 
largo plazo. Las políticas sociales deben garan-
tizar un piso de protección sin generar desin-
centivos a la formalidad. En el corto y mediano 
plazo, las opciones de política para la financia-
ción de mayor cobertura a grupos vulnerables 
estarán limitadas a una mayor emisión mone-
taria y a una reasignación del gasto público. 
Sin embargo, el diseño de programas sociales 
-en un contexto de urgencia- debe sentar las 
bases para reformas sostenibles que aumenten 
la cobertura de grupos vulnerables.

Un diagnóstico apropiado sobre el es-
pacio para mejorar las políticas sociales 
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Crecimiento del PIB en Argentina 
1961-2019 (en porcentaje)

Fuente: Banco Mundial, 2020.
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requiere un análisis previo del mercado 
laboral y de las principales fuentes de 
ingresos y egresos públicos. El margen 
de maniobra para financiar políticas so-
ciales depende de los recursos públicos 
disponibles y del devenir del mercado de 
trabajo formal tanto por los recursos fis-
cales que genera como por la vinculación 
histórica de las prestaciones sociales a la 
adherencia al mercado laboral formal. 
 

La evolución del empleo 
formal: el círculo de la 	
informalidad y la pobreza
  
Las políticas públicas en Argentina en las 
últimas décadas han sido volátiles, alternan-
do políticas de naturaleza diversa e impac-
tando sobre la pobreza y la desigualdad.

El retroceso del desarrollo argentino se ha 
acelerado desde mediados de los 1970s, pa-
sando por sucesivas estrategias sin encontrar 
una visión y un modelo consistente de desa-
rrollo que articule virtuosamente crecimiento 
económico, inclusión social y sostenibilidad 
ambiental (PNUD, 2017). La evolución de la 
economía y del mercado de trabajo fue afec-
tada por efectos -exógenos o provocados por 
políticas internas- que causaron un proceso 
de desindustrialización prematura, un creci-
miento a largo plazo inferior al potencial y un 
incremento de la precariedad laboral. Asimis-
mo, el crecimiento económico fue muy volátil, 
combinando períodos de muy alto crecimiento 
con caídas abruptas y prolongadas.

En términos comparativos, el PIB per cápita 
de la Argentina (medido en paridad de poder 
adquisitivo) en el año 1900 era equivalente al 
de Alemania y al de Canadá y cerca del 350% 
del de México (PNUD, 2019). A partir de la déca-
da de 1930, se produjo una pérdida gradual de 
posiciones relativas, la cual se agudizó desde 
mediados de la década de 1970. En el año 2016, 
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incremento, en relación al último semes-
tre de 2019, de 5,4 y 2,5 puntos porcen-
tuales respectivamente. Entre las/os niñas/
os entre 0 y 14 años, la pobreza alcanzó 
el 56,3%. A nivel territorial, las regiones 
con mayor incidencia son el Noroeste y el 
Gran Buenos Aires.

Hasta mediados de los años 90, Argenti-
na poseía altos niveles de cobertura de pre-
visión social en términos de jubilaciones. 
A partir de ese momento, la informalidad 
y la pobreza comienzan a aumentar. Esto 
generó dos problemas que se encuentran 
relacionados y que plantean problemas 
inter-temporales. El primero se vincula 
con la caída de los ingresos tributarios 
provenientes de los impuestos al trabajo, 
que son los que deben financiar gastos 
previsionales. El segundo, resulta de una 
mayor demanda de cobertura de población 
informal, que no tributa impuestos al tra-
bajo y que aumenta la demanda por gasto 
social en el presente y en el futuro, puesto 
que no estarán cubiertos por pensiones 

Pobreza urbana en Argentina
1988-2020 (en porcentaje)

Fuente: Elaboración propia en base a INDEC 1988-2006 y 2016-2020 y Observatorio Social de la UCA 2007-2015.
Nota: Los datos del INDEC corresponden al Gran Buenos Aires en el período 1988-2002, Urbana Argentina en el período 2001-2003, 
Urbana Argentina EPHC en el segundo semestre de los años del período 2004-2006 y 2016-2019 y primer semestre de 2020.

GRÁFICO 5

0,6

0,4

0,2

0

el PIB per cápita de la Argentina era menos de 
la mitad del de Alemania y Canadá y sólo un 
20% superior al de México. 

La contracara de esta fuerte volatilidad 
macroeconómica es la persistencia de nive-
les elevados de pobreza. El piso promedio su-
perior al 25% de los últimos 25 años es indi-
cativo de la conformación de un núcleo duro 
de pobreza de proporciones significativas. 

Durante casi todo el siglo XX y hasta 
mediados de la década de 1970, Argentina 
presentaba niveles de pobreza muy bajos 
(el 3,1% de la población de la Ciudad de 
Buenos Aires y el Gran Buenos Aires vivía 
con menos de 4 dólares diarios en 1974). 
Desde entonces, la población del país si-
tuada por debajo de la línea nacional de 
pobreza se incrementó sustantivamente 
y alcanzó picos muy altos en situaciones 
críticas: 47,3% durante la hiperinflación de 
1989 y 57,5% durante la crisis de 2001-2002. 

En el primer semestre de 2020 la po-
breza alcanzó al 40,9% de la población 
y la indigencia al 10,5%. Se produjo un 
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Informalidad laboral en Argentina (definición seguridad social)
2003-2019 (en porcentaje)

Fuente: SEDLAC en base a Encuesta Permanente de Hogares.

GRÁFICO 6

contributivas. Las políticas implementa-
das desde la crisis del 2002 no han logra-
do revertir estos problemas, dado que la 
informalidad ha sido muy resistente a la 
baja, a pesar de los períodos de crecimien-
to económico (como, por ejemplo, entre los 
años 2003-2008). 

La informalidad ha presentado un nú-
cleo duro en las últimas décadas que se 
ubica entre el 35 y 40% de las y los traba-
jadores. Esto probablemente se agrave a la 
luz de la destrucción de empleos formales 
a la que dio origen la crisis del Covid19.

El Gráfico 6 muestra la evolución de la 
informalidad en Argentina en el período 
2003-2019 según la definición de la seguri-
dad social (OIT, 1993)2. A partir de fines del 
2011, la informalidad presenta un marcado 
estancamiento y posterior aumento. Un 
análisis de acuerdo con las edades, géne-
ro y educación de las y los trabajadores 
muestra diferencias significativas. Los da-
tos del último trimestre de 2019 indican 
que el segmento de jóvenes asalariadas/

os entre 15 y 24 años alcanzó una tasa 
de informalidad del 64,4%. Entre los 25 y 
64 años, la informalidad fue menos de la 
mitad (30,9%) y registró el 56,1% entre ma-
yores de 65 años. En términos de género, la 
informalidad afectó en mayor proporción a 
las mujeres, presentándose una brecha de 
alrededor de 5 puntos porcentuales.

Las contribuciones y aportes de seguri-
dad social de las y los empleados formales 
son una fuente importante de financia-
miento de políticas sociales, que se comple-
menta con ingresos por impuestos genera-
les. Como se mencionó más arriba, a partir 
de mediados de los años 90 comienza a 
registrarse un aumento en la informali-
dad laboral. Esta tendencia no es específica 
de Argentina, se verifica en la mayoría de 
los países de la región, si bien en el país 
ha sido un fenómeno de mayor magnitud 
(Banco Mundial, 2008). 
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aún durante períodos de relativa expan-
sión y crecimiento. No hay un consenso 
único sobre las razones de este aumento y 
es probable que varios motivos hayan con-
tribuido. La caída del empleo público y la 
privatización de empresas durante el pri-
mer quinquenio de los años 90 impactaron 
de forma negativa sobre la generación de 
empleo registrado. El cambio estructural 
en la economía hacia sectores de servicios 
también impactó en el aumento de la in-
formalidad. Por su parte, los altos costos 
laborales salariales y no salariales (Alaino 
y otros, 2017), en un contexto de volatilidad 
macroeconómica, hacen menos atractiva la 
contratación de empleo formal. En térmi-
nos regionales, Argentina posee uno de los 
valores más altos de costos no salariales de 
un empleo formal de América Latina, que al 
menos duplican el promedio regional. Como 
consecuencia, un empleo formal requiere 
un piso de productividad alto, que dificulta 
la creación de puestos formales para perso-
nas con bajos niveles de calificación. 

El problema de la informalidad tiene va-
rias implicancias: la pérdida de protección 
de las y los empleados informales, la caída 
de ingresos para el fisco por impuestos al 
trabajo y la caída de la cobertura futura en 
jubilaciones y pensiones.3 

Las y los trabajadores informales tienen 
acceso limitado a protección social presente 
y futura (pensiones) y salarios más bajos. 
Asimismo, se concentran en su mayoría en 
empleos de baja productividad (Levy, 2010; 
Banco Mundial, 2008) que lastima el creci-
miento de largo plazo. Además, en Argenti-
na, a diferencia de otros países de la región, 
el trabajo informal viola la Constitución y 
las leyes laborales. En este marco, la reduc-
ción de la informalidad debe ser un objetivo 
prioritario para la reconstrucción post pan-
demia. Será muy difícil sostener la deman-
da de políticas sociales redistributivas sin 
dinamizar la creación de empleo formal. 
Asimismo, la caída de la formalidad también 
afecta la sostenibilidad futura del sistema 
de jubilaciones y pensiones contributivo.

En las dos últimas secciones se retomará 
el tema de la formalidad con algunos aspec-
tos relevantes para la creación de empleo de 

calidad, ya que sólo mediante el vigoroso 
aumento del empleo formal será posible 
reducir la pobreza de manera sostenida.

 

Principales políticas	
sociales pre pandemia 
para mitigar la pobreza 

El estancamiento secular, el aumento de la 
informalidad y la pobreza hacen necesario 
un diseño inteligente y sostenible de políticas 
sociales dentro de una agenda que permita 
al país retomar una senda de crecimiento 
sostenido (Cruces y Gasparini, 2013).

Las políticas sociales en Argentina son 
variadas y comprenden distintas esferas de 
la vida de las personas. Se pueden agrupar 
de distintas formas por ciclo de vida, esfera 
de política, tipo de apoyo y ente que lo finan-
cia. Asimismo, implican un esfuerzo fiscal 
relevante. Según los datos del Ministerio de 
Economía del año 2018, el gasto asociado 
a políticas sociales representaba el 30,8% 
del PIB. Sus principales componentes son 
la previsión social, la salud y la educación. 

A partir de la crisis de 2001-02, el país co-
mienza a aumentar sus programas de protec-
ción social, con iniciativas como el Plan Jefes 
y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), que 
buscaba cubrir a desempleadas/os. Dicho pro-
grama alcanzó a 2 millones de beneficiarios, 
que representaba al 10% de la población entre 
18 y 65 años del país, con una cobertura del 
15% de los hogares (Gasparini y otros, 2009).

El PJJHD fue uno de los primeros esfuerzos 
para brindar cobertura a desocupadas/os –y de 
hecho, informales– y contribuyó a mitigar los 
efectos de la crisis de 2001. Si bien representó 
una respuesta rápida para brindar un piso de 
protección social a las familias de bajos ingre-
sos, la focalización fue cuestionada, puesto que 
la mayoría de las y los beneficiarios no eran 
desempleados, sino inactivos. Además, la lite-
ratura documenta cierto sesgo hacia el trabajo 
informal, ya que, por diseño, los beneficios 
se perdían si se accedía a un empleo formal. 
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Posteriormente, se introdujo el Plan Fa-
milias, que luego se amplió a la Asignación 
Universal por Hijo (AUH), con una alta cober-
tura. Los análisis de incidencia realizados 
sobre la AUH muestran que los mismos han 
sido redistributivos y pro-pobres. Sin embar-
go, son aún una parte pequeña dentro del 
gasto social consolidado y carecen de legi-
timidad social debido a que se asocian con 
desincentivos al trabajo. Lamentablemente, 
esta representación no se condice con los 
efectos indirectos de programas como la 
AUH (Alzúa y otros 2013; Banerjee y otros 
2017), que son muy pequeños o cero.

La AUH se implementó en 2009, tiene un 
costo fiscal aproximado del 0,25% del PBI y 
cubre actualmente 9,7 millones de niños/as. 
Sus objetivos son proveer a familias con ni-
ñas/os sin ingresos o con ingresos informa-
les bajos un piso de protección social. Los 
trabajos que analizan su incidencia mues-
tran que tiene un efecto redistributivo y de 
reducción de pobreza (Cruces y otros, 2010). 
Además garantiza las mismas condiciones 
para niñas/os que nacen en hogares con 
desempleados o trabajadores informales 
y los que nacen en hogares formales -que 
se encuentran cubiertos por las asignacio-
nes familiares. La AUH es un programa de 
Transferencias Monetarias Condicionadas 
o Conditional Cash Transfers (CCTs) y tiene 
el objeto de reducir la pobreza presente y 
aumentar el capital humano de los niños 
–puesto que coloca una condicionalidad del 
pago a la asistencia a la escuela- que reduce 
la transferencia intergeneracional de po-
breza. Este tipo de programas, similares al 
innovador programa PROGRESA en México, 
es de alta focalización y sus impactos po-
sitivos en distintas dimensiones han sido 
mostrados ampliamente en la literatura 
(Parker y otros, 2008). Adicionalmente, la 
literatura no ha encontrado (Alzua y otros, 
2013; Banerjee y otros, 2017) efectos indi-
rectos negativos tales como el desincentivo 
al trabajo formal o la reducción de la oferta 
laboral en hogares beneficiarios. 

Por su parte, la Tarjeta Alimentaria se 
implementó hacia fines de 2019, con el ob-
jeto de suplementar ingresos focalizados en 
alimentos en familias vulnerables, que ya 

recibían la AUH, con niños menores de 6 
años. Tiene una cobertura de 1,8 millones 
de beneficiarias/os, y representa una ero-
gación equivalente al 0,288% del PIB por 
año (Cetrángolo y Curcio, 2020). Los moti-
vos esgrimidos para instaurarla como un 
programa distinto de la AUH –en lugar de 
simplemente direccionar fondos al grupo 
en el que se focalizaba– se basaron en que 
muchos beneficiarios de la AUH tenían 
deudas de créditos blandos con el ANSES 
provenientes de la administración anterior 
y los fondos se descontarían para cancelar 
esos créditos. Además, otro argumento era 
que los fondos de la Tarjeta Alimentaria 
sólo podían ser utilizados en una canas-
ta específica de alimentos vis a vis los de 
fondos de la AUH que son de uso libre. La 
evidencia empírica internacional muestra 
que los fondos de los programas de transfe-
rencias monetarias condicionadas se usan 
en gran parte en alimentos. 

Una problemática vinculada con la Tarje-
ta Alimentaria es que es de difícil uso en 
muchos contextos donde los proveedores de 
alimentos son informales y puede generar 
un desplazamiento hacia compras en super-
mercados y otros negocios más grandes en 
detrimento de mercados más pequeños que 
no están bancarizados. Asimismo, más allá de 
los esfuerzos por la introducción de formas 
de pago electrónicas, esto resulta en un pro-
ceso de lenta adopción (Busso y Galiani, 2017). 

Además, existen numerosos programas 
más pequeños que cubren otros sectores, 
como la Pensión para el Adulto Mayor (PUAM) 
y programas de capacitación para desemplea-
dos. Estos programas son de baja cobertura 
y focalizados en grupos vulnerables. 

Esta tendencia hacia el aumento de cober-
tura de población vulnerable –ya sea pobre, 
desempleada, informal de bajos ingresos– 
no ha sido exclusiva de Argentina. Un gran 
número de países en América Latina (Levy y 
Schady, 2013) implementaron programas de 
transferencias monetarias condicionadas y 
esquemas de pensiones no contributivas para 
adultos mayores, con distintos niveles de co-
bertura y beneficios. En promedio, el costo 
fiscal total en la región es de 0,37% y 0,56% del 
PIB respectivamente.4 
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El costo de este tipo de políticas sociales 
de amplia cobertura en sectores vulnera-
bles debe ser comparado con otro tipo de 
subsidios y gastos que no necesariamente 
cubren a sectores vulnerables. Las próxi-
mas secciones analizan las estructuras de 
ingresos y gastos para Argentina y la inci-
dencia de los principales programas socia-
les en términos de incidencia distributiva.

 

Incidencia distributiva: 
regresividad y 	
progresividad de los 	
distintos componentes 	
de la política social

Las acciones del estado mediante impuestos y 
gastos modifican los ingresos de los ciudadanos, 

tanto en su nivel como en su distribución. Para 
pensar en una agenda de políticas sociales 
sostenible, es importante analizar financiadores 
y beneficiarios netos de las erogaciones esta-
tales. En esta sección, se analizan los principales 
hechos estilizados encontrados por Cruces y 
otros (2018). Los autores realizaron un exhaus-
tivo análisis de incidencia distributiva de in-
gresos y gastos del sector público. El principal 
objetivo de dicho trabajo es estudiar si el sistema 
tributario como un todo es progresivo o regre-
sivo (incidencia relativa) y pro-pobres versus 
pro-ricos (incidencia absoluta). La progresividad 
o regresividad se refiere a la proporción del 
impuesto o gasto o como porcentaje del ingreso 
total en este caso, para un determinado decil. 
El gasto es pro-pobre (o pro-rico) si se concentra 
en deciles de menores (mayores) ingresos en 
términos absolutos. 

La Tabla 1 muestra los principales 
componentes de ingresos fiscales (nacio-
nales y provinciales) en porcentaje del 
PIB para 2016 (último año en donde la 
información consolidada está disponible 

Ingresos tributarios a nivel nacional y provincial
2016 (en porcentaje del PBI)

Fuente: Cruces y otros, 2018.

TABLA 1

Total Ingresos Tributarios 25,4

Ingresos tributarios directos 8,4

Impuestos sobre ingreso, utilidades y ganancias de capital 5,4

            Personas físicas 2,2

            Corporaciones y empresas 2,9

            No clasificables 0,3

Impuestos sobre la propiedad 3,0

Impuestos tributarios indirectos 16,1

Impuestos generales sobre bienes y servicios 11,2

Impuestos específicos sobre bienes y servicios 1,7

Comercio y transacciones internacionales 1,6

Otros indirectos (incluye impuesto al cheque) 1,6

Contribuciones sociales 6,9

Total ingresos Tributarios (incluye contribuciones sociales) 31,4
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públicamente). Los ingresos tributarios 
alcanzan el 24,5% del PIB. Estos se di-
viden en ingresos tributarios directos 
e indirectos5 y contribuciones sociales. 
La mitad de los ingresos corresponden a 
impuestos indirectos (16,1% del PIB) y el 
resto a impuestos directos (8,4%) y a con-
tribuciones sociales (6,9%). En términos 
de gastos, el total consolidado alcanza el 
48,2% del PIB. A su vez, el gasto público 
social corresponde a más del 60% del 
gasto total (equivalente al 30,1% del PIB).

El gasto público social comprende 
ocho grandes ítems con distinto peso 
sobre el total: educación (6,4% del PIB) 
y salud (6,8% del PIB), previsión social 
(11,6 % del PIB), trabajo -incluye AUH, 
asignaciones familiares, programas de 
empleo y seguro de desempleo (1,4 % del 
PIB). El resto son ítems de menor par-
ticipación que incluyen agua potable y 
saneamiento, vivienda y urbanización, 
promoción y asistencia social y otros 
servicios urbanos.

 

Distribución de la recaudación de los impuestos directos en Argentina 
2016

Nota: los deciles corresponden a hogares de ingreso per cápita familiar ajustado por fuentes administrativas. 
Fuente: Cruces y otros (2018), elaboración de la Secretaría de Política Económica en base a EPH segundo semestre de 2016, ENGHo 
2012/2013 y ENAPROSS 2015.

GRÁFICO 7

Incidencia distributiva 	
de los principales 	
ingresos fiscales

Para el análisis de la incidencia se calculan 
cuantiles6 de acuerdo con el ingreso. Para este 
caso específico, (Cruces y otros, 2018) calcularon 
deciles de hogares de acuerdo con su ingreso 
per cápita familiar ajustado por fuentes ad-
ministrativas (Cruces y otros, 2018).7

Para continuar con el análisis, se calcula 
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del ingreso per cápita familiar por decil y 
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dimensiones permiten analizar la progre-
sividad/regresividad de tributos y evaluar si 
la política social es redistributiva o no, si es 
pro-pobre o pro-rico. El mismo análisis se 
realiza para los gastos. La progresividad/re-
gresividad mide el porcentaje del impuesto/
transferencia en cuestión para cada decil. 
Para el caso de transferencias (impuestos) 
se consideran progresivas si el porcentaje 
sobre el ingreso total del cuantil es más alto 
(bajo) para los cuantiles más bajos, es decir, 
la incidencia relativa. Una transferencia es 
pro-pobre (pro-rico) si dicha transferencia 
es mayor para los cuantiles más bajos (altos). 

La recaudación total del impuesto a las ga-
nancias por decil de ingreso y como porcen-
taje del ingreso de mercado total del decil 
tiene un carácter progresivo al representar 
una proporción mayor de los ingresos de 
los deciles más altos. Además el 93,7% de la 
recaudación por ese concepto se concentra 
en los dos deciles más altos. También los 
impuestos directos en su totalidad tienen un 
carácter progresivo. La mayor recaudación 

por este impuesto proviene de los deciles 
más altos y la participación en el ingreso 
por decil es creciente.

Los impuestos indirectos (IVA, impuestos 
internos e IIBB) se consideran de recauda-
ción más fácil en comparación con los di-
rectos, puesto que se pagan en las instan-
cias de consumo o utilización de servicios. 
Sin embargo, su incidencia distributiva es 
muchas veces cuestionada. En general, la 
recaudación de estos impuestos en com-
paración con otros impuestos (directos) en 
países de ingreso medio como Argentina, es 
sustancialmente mayor que la cifra que se 
corresponde con países de la OECD. 

A efectos de analizar la incidencia de los 
impuestos indirectos se considera el IVA por 
ser el más relevante (11% del PIB). El 55% del 
IVA es recaudado en los hogares pertenecien-
tes a los cuatro deciles de ingresos más altos, 
es decir que es un impuesto pro-pobre. Sin 
embargo, la participación de este impuesto 
es mucho más alta en los hogares con niveles 
de ingreso menores: mientras que el IVA 

Distribución de la recaudación del IVA en Argentina 
2016

Nota: los deciles corresponden a hogares de ingreso per cápita familiar ajustado por fuentes administrativas. 
Fuente: Cruces y otros (2018), elaboración de la Secretaría de Política Económica en base a EPH segundo semestre de 2016, ENGHo 
2012/2013 y ENAPROSS 2015.

GRÁFICO 8
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representa el 21,4% del ingreso promedio del 
decil uno, en el decil 10 representa tan solo 
el 4,2%. Esta diferencia se explica porque la 
participación del consumo en el ingreso de 
los hogares de menores niveles ingresos es 
mayor comparado con los de altos ingresos.

 

Incidencia distributiva 	
de las jubilaciones	
y pensiones

Las jubilaciones y pensiones representan las 
transferencias de mayor relevancia en tér-
minos del gasto social. A medida que aumenta 
el decil de ingreso, el gasto en concepto de 
jubilaciones y pensiones es mayor, convir-
tiéndola en una transferencia pro-rica en 
términos de incidencia absoluta. Es decir, a 
medida que suben los deciles, el haber 

Distribución de las jubilaciones y pensiones en Argentina 
2016

Nota: los deciles corresponden a hogares de ingreso per cápita familiar ajustado por fuentes administrativas. La cobertura representa el 
porcentaje de hogares por decil que está incluido.
Fuente: elaboración de la Secretaría de Política Económica en base a EPH segundo semestre de 2016, ENGHo 2012/2013 y ENAPROSS 2015.

GRÁFICO 9
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previsionales” (OPM, 2020). Al mirar espe-
cíficamente las jubilaciones resultantes de 
la moratoria, también se observa que las 
mismas tienen una mayor cobertura en 
los deciles 4 a 6, que muestra que no han 
estado focalizadas en deciles más bajos.

En términos de sostenibilidad, probablemen-
te la combinación de alta informalidad con 
alta cobertura limite la expansión futura de 
iniciativas como la moratoria. Su costo fiscal 
es alto y representa un promedio de 2% del PIB.

 

Incidencia distributiva 	
de la Asignación	
Universal por Hijo y	
asignaciones familiares

La Asignación Universal por Hijo corresponde 
al programa de transferencias monetarias 

condicionadas para familias en hogares 
desempleados o con ingresos informales y 
coloca a las y los niños de dichos hogares 
en igualdad de condiciones en términos de 
un piso de protección social que los niños 
en hogares de ingresos formales que perci-
ben asignaciones familiares. La literatura 
sobre transferencias monetarias condicio-
nadas para países en desarrollo muestra que 
las mismas están focalizadas en hogares de 
menores ingresos. La distribución y cober-
tura de la AUH son progresivas y pro-pobres, 
y representa una parte importante de los 
ingresos de los hogares más pobres. 

Las asignaciones familiares, también 
tienen mayor cobertura y distribución en 
deciles más bajos, pero disminuyen en los 
primeros deciles, debido a que es una po-
blación con empleo formal de bajo a nulo.

En términos de gastos en transferen-
cias de protección social, los ítems más 
relevantes son las prestaciones de seguri-
dad social -jubilaciones y pensiones- y las 
transferencias de la Asignación Universal 

Cobertura de las moratorias por deciles de ingreso en Argentina 
2016

Nota: los deciles corresponden a hogares de ingreso per cápita familiar ajustado por fuentes administrativas. La cobertura representa el 
porcentaje de hogares por decil que está incluido. 
Fuente: elaboración de la Secretaría de Política Económica en base a EPH segundo semestre de 2016, ENGHo 2012/2013 y ENAPROSS 2015.
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Distribución de las asignaciones familiares en Argentina 
2016

Distribución de Asignación Universal por Hijo en Argentina 
2016

Nota: los deciles corresponden a hogares de ingreso per cápita familiar ajustado por fuentes administrativas. La cobertura representa el 
porcentaje de hogares por decil que está incluido. 
Fuente: elaboración de la Secretaría de Política Económica en base a EPH segundo semestre de 2016, ENGHo 2012/2013 y ENAPROSS 2015.

Nota: los deciles corresponden a hogares de ingreso per cápita familiar ajustado por fuentes administrativas. La cobertura representa el 
porcentaje de hogares por decil que está incluido. 
Fuente: elaboración de la Secretaría de Política Económica en base a EPH segundo semestre de 2016, ENGHo 2012/2013 y ENAPROSS 2015.
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por Hijo y las Asignaciones Familiares. 
Dichas transferencias responden a una cober-
tura de acuerdo con el ciclo de vida y confie-
ren un alto potencial redistributivo: de un 
lado las y los niños, del otro lado del espectro 
adultos mayores. Actualmente, el gasto en 
asignaciones familiares y AUH en términos 
de PBI es bastante menor que el gasto total en 
pensiones y jubilaciones totales, e incluso que 
los montos jubilatorios que fueron otorgados 
mediante moratoria y que no están focaliza-
dos en la cobertura de deciles más bajos.

La política fiscal en argentina es glo-
balmente progresiva (Cruces y otros, 
2018; Lustig y Pessino, 2013), pero pre-
senta espacio para mejorar. En función 
de una recuperación sostenible, la política 
fiscal debería continuar con una orien-
tación progresiva en un contexto dónde 
la pobreza se encuentra concentrada en 
las y los niños hasta 14 años, seguida por 
los de 15 a 24, 25 a 64 y finalmente los 
mayores de 65 (EPH, 1er semestre 2020). 

 

Gasto Social y 	
niveles de gobierno

El gasto social en la Argentina se encuentra 
desarticulado en términos de los distintos 
niveles de gobierno. Prácticamente en su 
totalidad, los programas orientados a mitigar 
pobreza por ingreso están centralizados en 
manos del gobierno central. Por otro lado, 
las políticas orientadas a disminuir la trans-
misión intergeneracional de pobreza, rela-
cionadas directamente con la acumulación 
de capital humano como educación y salud, 
recaen en su mayor parte en las provincias. 
Hay razones objetivas para la provisión des-
centralizada de este tipo de servicios, pero 
en presencia de heterogeneidad en capaci-
dades de gestión y recursos provinciales, 
puede agudizar las diferencias entre 

Políticas sociales por niveles de gobierno en Argentina

Nota: datos correspondientes a 2017. 
Fuente: Dirección Nacional de Política Fiscal y de Ingresos
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jurisdicciones más y menos ricas. Por ejemplo, 
los resultados educativos –medidos por prue-
bas de rendimiento– como consecuencia de 
la descentralización educativa, cayeron en 
las jurisdicciones más pobres y aumentaron 
en las más ricas (Galiani y otros, 2008). Estas 
desigualdades plantean problemas de arti-
culación entre distintos niveles de gobierno 
y desafíos en el marco de la recuperación del 
Covid19. Las provincias más pobres necesi-
tarán coordinación y asistencia del gobierno 
central para contar con los recursos necesarios 
para hacer frente a la reapertura de escuelas 
en condiciones sanitarias adecuadas y mayores 
requerimientos del sistema de salud.



III.



POLÍTICAS SOCIALES 
EN RESPUESTA AL 
COVID19, INGRESO 
BÁSICO Y 
GENERACIÓN DE 
EMPLEO FORMAL



28 PROGRAMA DE POLÍTICAS SOCIALES PARA LA RECUPERACIÓN

Resumen medidas durante la pandemia y costo fiscal en Argentina 
2020

Fuente: Cetrángolo y Curcio, 2020.

TABLA 2

Medida			   Mes inicio Pago Mensual ($) Meses de aplicación % PIB anual

Subsidio extraordinario Asignación Universal 
por Hijo y Embarazo Marzo 3.103 4 0,168

Tarjeta Alimentar Enero 4.000 / 6.000 12 0,288

Tarjeta Alimentar (pago extraordinario) Abril 4.000 / 6.000 1 0,024

IFE Abril 10.000 4 0,992

Refuerzo jubilaciones y pensiones Abril hasta 3.000 1 0,044

Bono a destinatarios sin IFE Abril 3.000 4 0,020

Total proyectado 1,536

El Covid19 agravó la crisis macroeconómica 
en la que ya se encontraba inmersa Argen-
tina. La reconstrucción plantea grandes 
desafíos para lograr simultáneamente un 
fuerte crecimiento económico orientado a 
la generación de empleo, en un marco de 
mejores políticas redistributivas que protejan 
a los grupos más vulnerables. Es indispen-
sable pensar también en la sostenibilidad y 
composición de los recursos destinados al 
gasto social en el corto, mediano y largo 
plazo. Sin un aumento rápido y dinámico 
del empleo formal, será más difícil sostener 
esfuerzos de políticas sociales redistributivas. 
El principal desafío es lograr traccionar parte 
de la creación de puestos informales hacia 
la formalidad.

El deterioro macroeconómico y muy 
bajo crecimiento registrado por Argentina 
durante las últimas cuatro décadas contri-
buyó a un aumento de la informalidad, la 
pobreza, la caída de la cobertura previsional 
futura y a una mayor demanda por políti-
cas sociales redistributivas. Consecuencia 

de estos factores en una presión cada vez 
más importante en términos de ingresos y 
gasto público, en un contexto de contracción 
económica. 

En respuesta a la crisis del Covid19, el 
gobierno implementó una serie de medi-
das previamente mencionadas. En térmi-
nos de políticas sociales para los grupos 
vulnerables, se otorgaron aumentos en la 
AUH, jubilaciones mínimas, bonos para be-
neficiarios de otros programas sociales, se 
reforzó la Tarjeta Alimentaria y se imple-
mentó el Ingreso Familiar de Emergencia 
(IFE). El IFE consistió es una erogación de 
$10.000 pesos por integrante de grupo fa-
miliar para monotributistas de categorías 
A o B, monotributistas sociales, trabajado-
res/as de casas particulares, trabajadores/
as desempleados/as o informales entre 18 y 
65 años, con ciertos criterios de inclusión 
establecidos. Alcanzó una cobertura de 9 
millones de destinatarios/as, y tuvo un costo 
fiscal mensual de $78.543 millones (0,248% 
del PIB anual) (Cetrángolo y Curcio, 2020). 
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En la Tabla 2 se resumen las principales 
políticas implementadas y el esfuerzo fiscal 
derivado de las mismas. Los gastos extraor-
dinarios en un escenario dónde la mayoría 
de los componentes se hayan prolongado 
por cuatro meses asciende a 1,526% del PBI 
anual. En comparación con otros países 
latinoamericanos, el paquete de ayuda es 
más limitado, debido a la delicada situación 
fiscal pre-pandemia.

Una recuperación económica muy lenta 
no alcanzará para recuperar los elevados ni-
veles de pobreza y exclusión. Será importan-
te realizar una “gimnasia del gasto público” 
de manera que este reasigne aquellos gas-
tos que favorezcan el empleo y crecimiento 
con equidad -sin desatender el cuidado de 
la salud y la educación (BID 2020). El gasto 
en infraestructura relacionada con la provi-
sión de agua y saneamiento y programas de 
construcción de vivienda permiten a la vez 
un aumento del empleo y una mejora del 
acceso a servicios para población posterga-
da. Simultáneamente, es importante enviar 
señales para que el sector privado pueda 
aumentar la actividad generando empleo. 
Esto es particularmente desafiante en un 
contexto de gran volatilidad y falta de ho-
rizonte en términos del fin de la pandemia. 

Es necesario una rápida creación de empleo 
formal y políticas redistributivas para los gru-
pos vulnerables en medio de una crisis de 
salud, que dificulta que los estímulos de de-
manda por sí solos permitan un rápido rebote 
en la actividad económica. La destrucción de 
empleo formal desde marzo (en un contex-
to de lenta o nula creación previa) tiene un 
doble efecto negativo. Aumenta la demanda 
de políticas compensatorias para los nuevos 
desempleados a la vez que reduce los recursos 
fiscales disponibles para otros fines – como 
jubilaciones y pensiones, PAMI, etc. 

Como se mencionó más arriba, las pers-
pectivas para la creación de empleo formal 
en un contexto de gran incertidumbre no 
son promisorias. Las políticas que en gene-
ral se sugieren para fomentar el empleo 
formal, como rebajas de contribuciones y 
aportes, redujeron los ingresos del fisco y no 
necesariamente resultaron en creaciones de 
empleo significativas (Cruces y otros, 2009). 

Tampoco es deseable crear empleos formales 
temporarios que generen una dualidad en 
el mercado de trabajo (IZA, 2015) como se 
evidenció en España y otros países europeos.  

En el corto y mediano plazo, una de las 
políticas que pueden implementarse mien-
tras dure la emergencia y comience a recu-
perarse el empleo sería la de bajar los pasivos 
contingentes asociados con la terminación 
del contrato laboral. Puestos formales nue-
vos creados durante la emergencia podrían 
adherirse a un régimen de despido similar 
al de la industria de la construcción. Dicho 
régimen contempla una cuenta de ahorro de 
provisión para el despido, con costos y niveles 
de litigiosidad mucho menores que el de los 
puestos de trabajo contemplados en las leyes 
que regulan las indemnizaciones por despido 
de la mayoría de las demás actividades. 

Asimismo, políticas vinculadas con un in-
greso básico son ampliamente consideradas 
en las discusiones referidas al futuro del 
trabajo, si bien hay diferencias en términos 
de la población objetivo, la temporalidad 
y la existencia y tipo de condicionalidades 
(PNUD, 2020). Estrictamente, la renta o in-
greso básico universal se define como aque-
lla transferencia que garantiza un ingreso al 
total de la población de un país (o región) por 
el derecho de ser ciudadana/o y residente, 
independientemente del nivel de ingreso y 
condiciones laborales. Se caracteriza por ser 
periódico y no tiene condicionalidad, es de-
cir, cubre a toda la población sin obligación 
de realizar contraprestación alguna. 

Sin embargo, las experiencias de ingre-
so básico se focalizan generalmente en un 
determinado grupo poblacional, en general, 
pobre o en situación de vulnerabilidad. El 
objetivo es establecer un piso de ingreso de 
forma de mantener un nivel de vida digno. 
Dada la pérdida de ingresos de muchos tra-
bajadores informales (además de formales), 
el IFE podría ser transformado para brindar 
protección de ingreso transitoria sin generar 
incentivos a la informalidad en el contexto de 
recuperación. Como se mencionó más arri-
ba, los programas como la AUH no generan 
fuertes desincentivos para la oferta laboral. 

No obstante, los programas como el IFE 
condicionados a no tener ingresos formales 
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sí pueden plantear problemas de incentivos 
(Gasparini y otros 2009). En este sentido, 
el IFE o su reemplazo puede ser utilizado 
como un subsidio al empleo formal pagado 
como parte del salario. De esta forma no 
se pierden los incentivos a la formalidad y 
se baja el costo salarial a favor de personas 
que no tienen ingreso o al menos no tienen 
ingreso formal. 

Dos ejemplos de este tipo de iniciativas 
son PRIMER PASO en Córdoba y POTENCIAR 
Trabajo, implementado en marzo del 2020 
por el Ministerio de Desarrollo Social de la 
Nación. El programa PRIMER PASO es un 
subsidio del gobierno equivalente a un sa-
lario mínimo para jóvenes que consiguen 
un empleo formal. El empleador paga el ex-
ceso salarial sobre el salario mínimo. Por 
su parte, el “Programa Nacional de Inclu-
sión Socio Productiva y Desarrollo Local” 
incorpora herramientas para la terminali-
dad educativa, la formación laboral, la cer-
tificación de competencias, y la creación, 
promoción y fortalecimiento de unidades 
productivas gestionadas por personas físicas 

que se encuentren en situación de alta vul-
nerabilidad social y económica. Cuenta con 
una prestación individual para mejorar los 
ingresos de las personas en situación de alta 
vulnerabilidad económica y social (Salario 
Social Complementario), que consiste en un 
apoyo económico igual al 50% del salario 
mínimo, vital y móvil. Asimismo, otorga 
subsidios para Unidades de Gestión que 
desarrollen proyectos socio-productivos, 
socio-laborales y socio-comunitarios para 
posibilitar la inserción laboral y productiva 
de las y los destinatarios.8
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La situación crítica de la economía en Argentina presenta nuevas 
oportunidades para revisitar la agenda de políticas sociales dentro 
de un marco de consistencia con la creación de empleo formal y 
la protección de las poblaciones en situación de mayor vulnera-
bilidad, en especial las y los niños. El debate acerca de la sosteni-
bilidad y la agenda que vincula trabajo formal hoy, la falta de 
cobertura para trabajadores informales y la protección previsional 
futura para grupos que no aportan al sistema de seguridad social 
se encuentra presente en toda América Latina (Cruces y Gasparini, 
2013). Argentina ha logrado un mejor nivel de redistribución de 
su gasto público con relación al resto de la región (Lustig 2013), 
que presenta aspectos de mayor progresividad que en otros países 
de América Latina. Sin embargo, también tiene menos espacio 
para continuar incrementando el gasto social de manera sostenible 
en un contexto de escaso financiamiento y recuperación lenta 
post pandemia.

En este contexto, deberían desvincularse los criterios míni-
mos de protección social a la adherencia al mercado de trabajo 
formal. El piso de protección social debería incluir un piso de 
protección social mínimo, pero que no genere incentivos hacia 
la informalidad. La literatura muestra que programas como la 
AUH no presentan efectos indirectos no deseados sobre variables 
claves como el trabajo formal o la oferta laboral (Alzua y otros, 
2013; Banerjee y otros, 2017).  

HACIA UNA AGENDA 
DE POLÍTICAS 
SOCIALES 
SOSTENIBLES
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Asimismo, en la actualidad, se están discutiendo distintas alter-
nativas para reemplazar el IFE. El diseño de dicha política debería 
estar integrado dentro de un esquema que brinde un piso de pro-
tección para los más vulnerables con baja empleabilidad y facilite 
la vuelta al empleo formal de personas que hayan sido desvincu-
ladas del mercado formal en tiempos recientes. Es fundamental 
que exista un diagnóstico claro de las heterogeneidades entre los 
potenciales beneficiarias/os del nuevo esquema de sostén de ingreso 
para que los objetivos de protección de aquellas/os en situación de 
vulnerabilidad no creen incentivos contra la creación del empleo 
formal. Esto requiere una mayor coordinación de agencias y entes 
de empleo, administración de seguridad social y desarrollo social, 
con mecanismos identificatorios que permitan una llegada rápida 
a todos las y los beneficiarios mediante canales digitales.

El ingreso básico también puede contener en su diseño distin-
tas condicionalidades, como, por ejemplo, finalización de estudios 
secundarios9 para beneficiarios más jóvenes. Para personas que 
carezcan de ingresos como consecuencia directa de la crisis, el 
ingreso básico debería alinear los objetivos para lograr traccionar 
la mayor cantidad de empleos hacia el sector formal. El ingreso 
básico puede funcionar como subsidio al salario del empleo for-
mal, con un esquema similar al de programas ya existentes. A su 
vez, un ingreso básico requerirá un registro universal que incluya 
trabajadoras/es informales y trabajadoras/es independientes. En 
ausencia de dicho registro, es difícil ampliar la cobertura de las 
transferencias lo suficientemente rápido. 

La creación rápida de empleos formales debe facilitarse de manera 
que traccione la mayor cantidad de personas fuera de la informalidad. 
Esto es un doble desafío puesto que se encuentra en niveles ya muy 
altos y probablemente se agudice en el corto plazo puesto que la re-
cuperación se dará en un contexto de incertidumbre por la crisis de 
salud pública hasta que se supere la pandemia. En el mediano plazo, 
es importante pensar en un sistema de seguridad social sostenible, con 
un componente mínimo que esté desvinculado de la historia laboral. 

En términos de políticas adicionales, hay espacio para revisar po-
líticas de subsidios de transporte y de servicios básicos para avanzar 
en un esquema de mayor focalización, redistributivo y pro-pobre, 
tanto para proveedores públicos como privados. Como se mencionó 
más arriba, es imprescindible contar con un sistema de bases de 
datos que permitan una identificación ágil de las y los beneficiarios.

En síntesis, el rediseño de las políticas sociales para una agenda 
sostenible de mediano y largo plazo debería tener en cuenta los 
siguientes aspectos: 

•	 Relación entre las políticas sociales y la condición laboral: el 
acceso a los derechos sociales, tales como los servicios de aten-
ción a la salud, las transferencias monetarias a las familias y los 
seguros por vejez y discapacidad están asociados directamente 
a las relaciones asalariadas formales del jefe/a de hogar. La mo-
derna legislación argentina de derecho laboral10 del siglo XX fue 
pionera en la región, pero necesita ser adaptada a las necesidades 
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actuales para brindar mejores herramientas para la cobertura de 
gente que no goza de la condición de formalidad en el mercado 
laboral. Los trabajadoras/es informales, en gran parte mujeres, 
tiene peores condiciones laborales hoy -niveles salariales, bene-
ficios no salariales tales como acceso a salud, seguros de desem-
pleo- y a futuro -cobertura de pensiones (Boch y Guajardo 2012). 

•	 Incidencia de distintos programas de seguridad social por decil: 
los programas sociales y políticas contributivas y no contribu-
tivas tienen incidencia muy variada de acuerdo con los deciles 
de ingreso. Por ejemplo, mientras la AUH tiene una orientación 
claramente pro-pobre, de la misma manera que las asignacio-
nes familiares, otras, tales como las pensiones resultantes de la 
moratoria previsional, no lo son tanto (Cruces y otros, 2018).11 

•	 Financiamiento de las políticas contributivas y no contributivas: 
durante las últimas décadas se comenzaron a implementar políti-
cas bajo esquemas no contributivos que establecen una lógica dife-
rente y que no responden a un criterio progresivo o pro-pobre. Esto 
mejoró la cobertura de salud, aunque aún quedan desafíos para 
pensar esquemas de políticas sociales que desvinculen el beneficio 
con la condición de participación en el mercado de trabajo. Asimis-
mo, el aumento de coberturas masivas en regímenes previsionales 
con años insuficientes de aportes genera presión en el frente fiscal 
y genera ciertos incentivos a la formalidad presente y futura.  

•	 Ingreso Básico Garantizado para población vulnerable: esquema 
que brinde un piso de protección para los más vulnerables con baja 
empleabilidad y facilite la vuelta al empleo formal de personas que 
hayan sido desvinculada del mercado formal en tiempos recientes. 

•	 Nivel de gobierno, ejecución y financiamiento: el financiamiento 
de políticas y la provisión de servicios sociales debe estar des-
centralizado en el nivel justo como para que dicha provisión sea 
eficiente, pero teniendo en cuenta las fuertes heterogeneidades 
regionales. Servicios como salud y educación están fuertemen-
te descentralizados, mientras que otros como la AUH y jubila-
ciones y pensiones están a cargo de ANSES. Otros programas 
menores son ejecutados por el Ministerio de Desarrollo Social 
de la Nación y sus contrapartes en otros niveles de gobierno.  

•	 Ciclo de vida: es relevante analizar qué grupos etarios son benefi-
ciaros de los programas sociales. Dado que el mayor componente 
de gasto esta explicado por el sistema previsional, los mayores 
esfuerzos fiscales, desde el punto de vista del gasto, están rea-
lizados para la protección de adultos mayores. De esta manera, 
mientras que el sistema previsional representa el 11,4% del PIB 
(2015), el gasto público destinado a niñez asciende al 7,7% (2017). 

Finalmente, es importante abordar dos temas que serán desa-
rrollado en trabajos futuros de esta serie de documentos. La crisis 
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desencadenada por el Covid19 ha profundizado dos problemas exis-
tentes que requerirán políticas específicas para contrarrestarlos: 
la profundización de la brecha de género y la marcada y creciente 
desigualdad educativa, agudizada por la interrupción de las clases 
presenciales. Ambos problemas requieren esfuerzos muy signifi-
cativos para volver al punto de partida.

La crisis del Covid19 ha afectado más negativamente a las mu-
jeres, por diversos canales. En primer lugar, la informalidad es 
más alta en las mujeres, lo que las coloca en una posición más 
vulnerable. Adicionalmente, el cierre de escuelas y espacios de 
educación inicial genera más presión sobre las mujeres, ya que 
se verifica que ellas son las que más tiempo dedican al cuidado 
infantil y a las actividades de continuidad pedagógica y a tareas 
dentro del hogar. La reapertura de centros de educación inicial 
en un contexto seguro debe convertirse en una prioridad. En el 
mediano plazo, la ampliación de la cobertura de nivel inicial debe 
ser una prioridad dada la importancia de la educación inicial para 
el desarrollo posterior –sobre todo en contextos vulnerables– y 
para la inserción laboral de las madres.

La interrupción de las clases presenciales ha profundizado la 
brecha ya existente. La falta de acceso a la conectividad para casi 
40% de los hogares produjo que muchos estudiantes hayan quedado 
desconectados del sistema educativo. El retorno seguro y las políti-
cas que busquen acompañar a las y los estudiantes más rezagados 
a la vez que facilite el retorno de aquellos que hayan abandonado 
requerirá esfuerzos adicionales (Duflo, 2020).

El contexto de crisis no permite que las características de los 
mercados laborales, sistema de previsión social y políticas sociales 
continúen operando en un nivel pre-crisis y requieren una reforma 
sistémica con alto consenso social. 

En Argentina, las fluctuaciones recurrentes de las políticas fueron 
acompañadas por consensos generalmente débiles y cambiantes 
entre las y los ciudadanos sobre el rol del estado y las direcciones 
de las políticas públicas. En el contexto de la actual crisis, las y los 
argentinos enfrentan una situación histórica para debatir y acordar 
sobre los ejes centrales una nueva agenda de desarrollo del país. 
De la fortaleza de estos acuerdos, y el apoyo y acompañamiento de 
la ciudadanía a las políticas de recuperación, dependerá en gran 
medida su sostenibilidad en el largo plazo.
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NOTAS

1 Entre las políticas con foco en suplementar ingresos de familias vul-
nerables con programas activos del mercado laboral se encuentran 
el Plan Jefes y Jefas de Hogar. Entre aquellas para reducir la trans-
misión intergeneracional de pobreza, la Asignación Universal por 
Hijo. Mientras que entre las políticas para otorgar pensiones semi 
contributivas para los adultos mayores, la Pensión Universal para el 
Adulto Mayor y moratorias previsionales.

2 La informalidad laboral responde a dos definiciones (OIT, 1993): (i) 
definición productiva –trabajadores asalariadas/os en firmas peque-
ñas, auto empleados no profesionales y trabajadores sin salario; (ii) 
definición de acuerdo con la seguridad social –trabajadores asalaria-
das/os en puestos informales que no cotizan en la seguridad social.

3 El informe reciente de la Oficina de Presupuesto del Congreso (2020) 
da cuenta de la crítica situación actual de los trabajadores informales 
y la baja proporción que poseerán los aportes necesarios al momento 
de jubilarse. 

4 Países seleccionados: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Cos-
ta Rica, R. Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Hondura, 
México, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay. 

5 Los impuestos directos son impuestos que gravan el patrimonio o 
ingreso de individuos y sociedades. Los impuestos indirectos son 
abonados por consumo o utilización de bienes y servicios.

6 Los cuantiles son aquellos valores de una variable, en este caso el ingre-
so, ordenados de menor a mayor, que dividen a la distribución de dicha 
variable en “n” partes, de tal manera que cada una de ellas contiene 
el mismo número de frecuencias. Para el análisis, se utilizan deciles. 

7 Las fuentes administrativas utilizadas son la Encuesta Permanente 
de Hogares (EPH) correspondiente al segundo semestre de 2016, la 
Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares (ENGHo) 2012/2013 y la 
Encuesta Nacional de Programas Sociales (ENAPROSS) de 2015. 
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8 POTENCIAR Trabajo incluye a la población trans y otras diversidades, 
y a personas en situación de violencia de género.

9 Esto es relevante en el marco del probable abandono y desvculación 
de la escuela secundaria luego de la interrupción de clases prolongada 
en el contexto de la crisis económica.

10 Citar a Bialet Massé.

11 Ministerio de Hacienda, Incidencia del Gasto Público, mimeo no publicado. 
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ANEXO 
METODOLÓGICO 

Gasto Público Consolidado 
2016 (en porcentaje del PIB)

Gasto finalidad / función % PBI

Gasto Total 48,2

I. Funcionamiento del estado 7,6

1.1. Administración General 2,9

1.2 Justicia 1,2

1.3 Defensa y seguridad 3,5

II. Gasto Público Social 30,1

2.1 Educación, cultura, ciencia y técnica 6,4

2.1.1 Educación básica 4,0

2.1.2 Educación superior y universitaria 1,2

2.1.3 Ciencia y técnica 0,3

2.1.4 Cultura 0,2

2.1.5 Educación y Cultura sin discriminar 0,7

2.2. Salud 6,8

2.2.1 Atención Pública de la saud 2,8

2.2.2. Obras Sociales, atendión de la salud 3,1

2.2.3 INSSJyP-Atención de la salud 1,0

2.3 Agua potable y alcantarillado 0,5

2.4 Vivienda y urbanismo 0,8

2.5 Promoción y asistencia social 1,6

2.5.1 Promoción y asistencia social pública 1,2

2.5.2 Obras Sociales, prestaciones sociales 0,2

2.6 Previsión social 11,6

2.7 Trabajo 1,4

2.7.1 Programas de empleo y seguro de desempleo 0,2

2.7.2 Asignaciones Familiares 1,3

2.8 Otros servicios urbanos 0,9

III. Gasto público en servicios económicos 6,3

3.1 Producción primaria 0,4

3.2 Energía y combustible 3,2

3.3. Industria 0,2

3.4 Servicios 2,3

3.4.1 Transporte 2,1

3.4.2 Comunicaciones 0,2

3.5 Otros gastos en servicios económicos 0,3

IV. Servicios de la deuda pública 4,2

Fuente: Cruces y otros, 2018.
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